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hipoteca que se cancela. Principio registral de especialidad. En cuanto al 
punto tres: Es doctrina reiterada de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado que el Registrador, en el ejercicio de su función califica-
dora, puede y debe tomar en consideración documentos pendientes de 
despacho y relativos a una misma finca, aunque hayan sido presentados 
con posterioridad con el justificado propósito de procurar el mayor 
acierto posible en la calificación y de evitar que obtengan la protección 
del registro actos o contratos ineficaces, así como que se produzcan inscrip-
ciones innecesarias o llamadas a extinguirse en breve plazo. En este sentido, 
Resoluciones de la Dirección General de los Registros y Notariado de 9 de 
marzo de 1942; 31 de marzo de 1950; 22 de octubre de 1952; 2 de octubre 
de 1981; 17 de marzo de 1986; 1,2, 6 y 7 de junio de 1993. La anterior nota de 
calificación negativa podrá ser objeto de recurso en el plazo de un mes 
cuando se interponga ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado o en el plazo de dos meses en el caso de que se interponga 
directamente ante el Juzgado competente. Contándose, en cualquier 
caso, dichos plazos desde la notificación de la calificación recurrida. El 
recurso, en el caso de que el recurrente opte por iniciarlo ante la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado, se presentará en este Regis-
tro para su remisión a dicho Centro Directivo, debiéndose acompañar al 
escrito del recurso el título objeto de la calificación, en original o por 
testimonio, y una copia de la calificación efectuada. Asimismo se advierte de 
la posibilidad de solicitar la intervención del Registrador sustituto, conforme 
al artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria y el Real Decreto 1039/2003, de 1 de 
agosto. El asiento de presentación queda prorrogado automáticamente 
por un plazo de sesenta días a contar de la última de las notificaciones de 
la presente calificación negativa. Cerdanyola del Vallés, a 11 de agosto de 2006. 
El Registrador. Firma ilegible.

III

El Letrado don Lluís Catalá Rovira, en nombre de « Amaygar, S. A.», 
interpuso recurso contra la anterior calificación, y alegó: 1. Que res-
pecto a la aplicación del principio de especialidad para solicitar la aclara-
ción de la fecha (día del mes) de la escritura de constitución de la hipo-
teca, cuya cancelación se solicita al amparo del artículo 82 de la Ley 
Hipotecaria, se debe entender que la confusión del día 6 por el día 5 debe 
ser considerado «como un error material de escasa entidad «, tal como 
dice la Resolución de 26 de mayo de 2006, puesto que con los datos pro-
porcionados puede determinarse perfectamente cual es la hipoteca 
objeto de la cancelación. 2. Que en cuanto al obstáculo de la existencia 
de dos títulos presentados en el Libro Diario, con carácter posterior a las 
escritura que se califica, se considera que supone alterar el principio de 
prioridad, recogido en el artículo 17 de la Ley Hipotecaria. Que en sentido 
radicalmente contrario a las Resoluciones citadas por el Registrador en la 
nota de calificación, se ha pronunciado la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado en Resoluciones de 27 de febrero y 26 de junio de 2006. 
Que el Registrador toma en consideración dos documentos presentados 
posteriormente al que es objeto de calificación con los tres propósitos 
recogidos en la Resolución de 9 de marzo de 1942.

IV

Solicitado, para mejor proveer, informe al Notario autorizante de la 
escritura, consideró que en lo que se refiere al primer defecto es un error 
que no es suficiente para denegar la inscripción. Que en lo que se refiere 
al segundo se considera que lo mas adecuado será respetar escrupulosa-
mente el principio de prioridad sostenido por la Dirección general (Reso-
lución de 26 de junio de 2006), ordenado la cancelación de la hipoteca y 
que quienes puedan considerarse perjudicados acudan a la vía judicial en 
reclamación de derechos que el Juez habrá de valorar.

V

El Registrador informó, con fecha de 5 de octubre de 2006, y elevó el 
expediente al Dirección General de los Registros y del Notariado.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1162 y 1164 del Código Civil, 17, 24, 25, 82, 149 
y 151 de la Ley Hipotecaria y las Resoluciones de esta Dirección General 
de 23 de octubre de 2001, 8 de mayo de 2002 y 27 de febrero, 26 de mayo 
y 26 de junio de 2006.

1. Son hechos relevantes para la resolución del presente recurso los 
siguientes:

Se presenta en el Registro escritura por la que una entidad bancaria 
reconoce haber recibido el importe de un préstamo y, en consecuencia, 
consiente la cancelación de hipoteca correspondiente.

El Registrador suspende la cancelación por los dos motivos siguien-
tes: 1. Porque en la escritura de cancelación se dice que la hipoteca se 
convino por escritura de 6 de marzo de 1996, siendo así que en el Registro 
figura que dicha fecha fue el 5 de marzo del mismo año. 2 Porque en el 
Registro figuran presentadas con posterioridad dos escrituras: la primera, 
de fecha anterior a la de cancelación mediante la cual el banco que ahora 
cancela cedió el crédito, y en la segunda, el mismo banco declara que la 
cancelación referida se consintió por error, ya que el crédito había sido 
cedido con anterioridad.

El interesado recurre.

2. El recurso ha de ser estimado. La divergencia entre la fecha de la 
escritura de constitución a que se refiere el instrumento cancelatorio y la 
que figura en el Registro es tan nimia que, en el fondo, ni siquiera produce 
la más mínima duda en el Registrador, pues la identidad del préstamo se 
confirma con los restantes datos del mismo: cantidad prestada, condicio-
nes del préstamo y coincidencia entre acreedor y deudor.

3. En cuanto al defecto señalado en segundo lugar, en definitiva se 
debate si debe cancelarse la hipoteca a pesar de existir presentados con 
posterioridad a la presentación del documento objeto del recurso los 
documentos anteriormente relacionados. Pues bien: sin necesidad de 
entrar en el valor relativo de los documentos presentados con posteriori-
dad al que es objeto de calificación, si se tiene en cuenta que el deudor 
pagó –pues en la escritura de cancelación se dice que la entidad de crédito 
había sido pagada-al que estaba en posesión del crédito –pues la cesión ni 
se inscribió, ni, sobre todo, se notificó al deudor, cuya buena fe ha de 
presumirse–, la aplicación del artículo 1.164 del Código Civil exige esti-
mar liberado al deudor, y, por ello, extinguida la obligación. Por otro lado 
el cesionario del crédito no puede ser protegido si resulta que fue él quien 
debió notificar e inscribir la cesión y no lo hizo (artículos 149 y 151 de la 
Ley Hipotecaria).

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 16 de marzo de 2007.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 7723 RESOLUCIÓN de 16 de marzo de 2007, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por el Ayuntamiento de Jávea, frente a la 
negativa de la Registradora de la Propiedad accidental de 
Jávea, a practicar una anotación preventiva de embargo.

En el recurso interpuesto por doña Silvia Agustina Cárcel, Letrada del 
Ayuntamiento de Jávea, en su nombre y representación, frente a la nega-
tiva de la Registradora de la Propiedad accidental de Jávea doña Cristina 
Colorado Casado de Amezua, a practicar una anotación preventiva de 
embargo.

HECHOS

I

En mandamiento dictado el 13 de junio de 2006 recaído en el Expe-
diente Administrativo de Apremio 9010500000000240541 seguido por la 
Unidad de Recaudación del Ayuntamiento de Jávea contra don M. O., se 
ordenó la anotación preventiva de embargo sobre la finca de su propie-
dad, registral 14802. En dicho mandamiento consta que la diligencia de 
embargo ha sido notificada al deudor y a su cónyuge doña H. B. En el 
Registro de la Propiedad la finca figura inscrita a nombre de los cónyuges 
de nacionalidad marroquí don M. O. y doña H. B., con sujeción a su régi-
men económico matrimonial.

II

Presentado el mandamiento en el citado Registro con fecha 19 de junio 
de 2006, no se practica la anotación, de acuerdo con la siguiente nota de 
calificación: Calificado el precedente mandamiento se deniega la Anota-
ción Preventiva del Embargo que en el mismo se ordena sobre la finca 
registral 14802, al folio 178, del tomo 1419, libro 433 de Jávea, pertene-
ciente al deudor don M. O., por los siguientes: Hechos: Dicha finca consta 
inscrita a favor de don M.O. y esposa doña H. B., de nacionalidad marro-
quí, con sujeción a su régimen económico matrimonial, (artículo 92 del 
Reglamento Hipotecario).
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Fundamentos de Derecho.–No constando en el expediente que éste se 
haya dirigido la esposa del sujeto pasivo doña H. B., no siendo suficiente 
la mera notificación a ésta de la diligencia de embargo a los solos efectos 
del artículo 144 del Reglamento Hipotecario, aplicable exclusivamente al 
régimen de la sociedad de gananciales regulado en el Código Civil espa-
ñol. (Artículo 20 de la Ley Hipotecaria. Resoluciones de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 10 de marzo de 1978, 3 de julio 
de 1998 y 23 de noviembre de 2002). La presente calificación negativa 
determina la prórroga del asiento de presentación por el plazo que señala 
el artículo 323.1.º de la Ley Hipotecaria. Contra la anterior nota de califi-
cación podrá interponerse recurso ante la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado, dentro del término de un mes a contar desde la fecha 
de su notificación, en la forma y según los trámites previstos en los artícu-
los 324 y siguientes de la Ley Hipotecaria. De conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria en su nueva redacción 
dada por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y Real Decreto 1039/2003, 
de 1 de Agosto, puede también instar la aplicación del cuadro de sustitu-
ciones previsto en el artículo 275 bis de la Ley Hipotecaria, y Resolución 
de 1 de agosto de 2003, de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por el que se aprueba el Cuadro de Sustituciones de los Regis-
tradores, con el fin de que el Registrador que corresponda según dicho 
cuadro pueda calificar y despachar, bajo su responsabilidad, el docu-
mento referido. Jávea, a 27 de julio de 2006. El Registrador. Fdo. Cristina 
Colorado Casado de Amezua.

III

Doña Silvia Agustina Cárcel, en nombre del Ayuntamiento de Jávea, 
interpuso recurso contra la nota de calificación que consta en el apartado 
anterior, sobre la base de los siguientes argumentos: que hay que entender 
que la finca está inscrita proindiviso por partes iguales entre los cónyu-
ges, por lo que debe anotarse el embargo. Los cónyuges están casados en 
régimen de comunidad de bienes. Dada la indeterminación del tipo de 
comunidad de bienes, procede aplicar las normas generales de la comuni-
dad de los artículos 393 y siguientes del Código Civil, resultando contrario 
al artículo 9.1 y 3. del Código Civil considerar que es una sociedad de 
gananciales, ya que no consta que se hayan estipulado capitulaciones 
matrimoniales pactando gananciales. De manera que el artículo 144 del 
Reglamento Hipotecario no resulta aplicable a este caso, dado que sólo se 
aplica a la sociedad de gananciales española. Desde la perspectiva del 
derecho constitucional a la tutela judicial efectiva, la notificación del 
embargo al cónyuge no deudor excluye cualquier indefensión material de 
éste, habida cuenta que la Ley de Enjuiciamiento Civil contempla la inter-
vención adhesiva litisconsorcial en su artículo 13. Es doctrina de la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado que cuando el embargo 
corresponde al cónyuge deudor sobre la cuota global que corresponde a 
un cónyuge sobre el patrimonio común desde el punto de vista procesal 
se permite que las actuaciones se sigan sólo contra el cónyuge deudor. 
Y  desde el punto de vista registral, se permite la anotación preventiva 
sobre los inmuebles o derechos que se especifiquen en el mandamiento 
judicial en la parte que corresponda al derecho del deudor.

IV

El 26 de septiembre de 2006 el Registrador Don Andrés Colorado Cas-
tellary emitió su informe y elevó el expediente a este Centro Directivo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los artículos 9 del Código Civil, 9 y 20 de la Ley Hipotecaria; 
51.9.ª, 92 y 93 de su Reglamento, y las Resoluciones de esta Dirección 
General de 10 de marzo de 1978, 3 de julio de 1998, 29 de octubre y 23 de 
noviembre de 2002 y 10 de julio de 2006.

1. Una finca aparece inscrita a favor de unos cónyuges de nacionali-
dad marroquí. La finca aparece inscrita a favor de los cónyuges, de nacio-
nalidad marroquí «casados en régimen de comunidad», que compran 
«con sujeción a su régimen económico matrimonial».

2. Se presenta en el Registro mandamiento expedido por el Recauda-
dor Municipal ordenando el embargo de la finca anteriormente expre-
sada. El Registrador deniega la anotación por entender que debe enta-
blarse el procedimiento no sólo contra el marido, sino arreglo a su 
régimen matrimonial y «a cuyo favor consta inscrita por título de compra-
venta, sin determinación de cuotas o partes indivisas, y con sujeción a su 
régimen económico matrimonial.» también contra la esposa, no siendo 
suficiente la mera notificación, único trámite realizado con la misma.

El Ayuntamiento recurre alegando que hay que entender que la finca 
está inscrita proindiviso por partes iguales entre los cónyuges, por lo que 
debe anotarse el embargo.

3. Por fundadas que sean las afirmaciones de imprecisión de la ins-
cripción, es lo cierto que es indiferente dilucidar si está inscrita en copro-

piedad por mitades indivisas o en comunidad germánica, ya que, aunque 
estuviera inscrita por mitades indivisas, cada una de las mismas estaría 
inscrita en dicho régimen de comunidad, que es el régimen matrimonial 
que figura en la inscripción. En consecuencia, habrán de aplicarse las 
normas que la legislación aplicable establezca para los bienes comunes 
del matrimonio (cfr. artículo 9, 2 y 3 del Código Civil). En el caso de que 
no se acrediten las normas aplicables, como ocurre en el caso presente, 
puede solucionarse el problema dirigiendo la demanda contra ambos 
cónyuges, único supuesto en el que, si la anotación concluyera con la 
venta forzosa de la finca, el funcionario correspondiente podría actuar en 
representación de ambos titulares en caso de rebeldía. En este supuesto, 
además, la entidad embargante se verá beneficiada, pues se podrá exten-
der el embargo a la totalidad de la finca.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter-
puesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 16 de marzo de 2007.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 7724 RESOLUCIÓN de 2 de abril de 2007, de la Dirección Gene-
ral del Patrimonio del Estado, por la que se publica el 
Acuerdo de la Junta Consultiva de Contratación Adminis-
trativa por el que se adoptan criterios interpretativos 
para la aplicación del artículo 2.1 de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas.

La Junta Consultiva de Contratación Administrativa, en la reunión de 
la Comisión Permanente del día 30 de diciembre de 2007, ha acordado 
adoptar Acuerdo por el que se adoptan criterios interpretativos para la 
aplicación del artículo 2.1 de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas

Considerando de interés su mayor difusión entre los órganos de con-
tratación de las distintas Administraciones Públicas y de las organizacio-
nes empresariales, esta Dirección General de Patrimonio del Estado ha 
considerado de interés hacer público el citado Acuerdo mediante su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado.

La disposición final cuarta de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 2007, ha modificado el artículo 
2.1 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, que ha quedado redactado 
de la forma siguiente:

«Las entidades de derecho público o de derecho privado con persona-
lidad jurídica propia no comprendidas en el ámbito definido en el artículo 
anterior quedarán sujetas a las prescripciones de esta ley relativas a la 
capacidad de las empresas, publicidad, procedimientos de licitación y 
formas de adjudicación, cuando celebren contratos de obras de cuantía 
igual o superior a 5.278.000 euros, excluido el Impuesto sobre el Valor 
Añadido, y contratos de suministro, de consultoría y asistencia y de servi-
cios de cuantía igual o superior a 211.000 euros, con exclusión, igual-
mente, del referido impuesto, siempre que tales entidades hubiesen sido 
creadas específicamente para satisfacer necesidades de interés general 
que no tengan carácter industrial o mercantil y concurra en ellas alguno 
de los requisitos referidos en el párrafo b) del apartado 3 del artículo 
anterior.»

Con esta modificación se abandona el sistema seguido tradicional-
mente para identificar las entidades de derecho privado sometidas a la 
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, optándose por una 
definición genérica que recoge los criterios que en las directivas comuni-
tarias de contratos públicos se han venido utilizando para definir a los 
«organismos de derecho público» en cuanto «poderes adjudicadores».

No obstante, así como los dos primeros elementos utilizados en las 
normas comunitarias para definir a estos «organismos de derecho 
público» (creación específica para satisfacer necesidades de interés gene-
ral no mercantiles, y personalidad jurídica) son incorporados de forma 


